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� La Municipalidad de Córdoba cerró un préstamo estructurado por el Deutsche Bank y garantizado 
por la Provincia, para hacerse de recursos para cubrir obligaciones claves durante el último tramo 
de la actual gestión.  

� El crédito incluye dos años de gracia y una tasa variable que, a la fecha, apenas supera 9% anual.  

� Aunque mejora el perfil del pasivo, el municipio deberá volver a emitir letras este año para cubrir 
vencimientos por unos $50 mil millones.
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TERREMOTO EN COLOMBIA. Ocurrió en la mañana de ayer y afectó la zona oeste de ese país.  
Causó graves daños en Pereira, Manizales y Cali, así como la muerte de más de 100 personas. El Gobierno colombiano 
decretó el estado de "desastre nacional". Siete aeropuertos fueron afectados y debieron dejar de operar.
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�Alcanzó una utilidad de US$2.804 millones previa al pago  
de intereses e impuestos, la más elevada desde su creación.  

�La utilidad neta fue de US$1.205 millones.  

�La mejora se sostuvo en el crecimiento de la producción,  
reducción de costos y la dinámica de precios”, aseguró la compañía.  

�La empresa vendió Metrogas a Edenor. 

YPF logró el mayor resultado operativo de su historia

2A

PRENSA MUNICIPALIDAD DE CBA.
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YPF logró el mayor resultado 
operativo de su historia
Alcanzó una utilidad previa al pago de intereses e impuestos, de US$2.804 millones,  
la más elevada desde su creación. En paralelo, la utilidad neta fue de US$1.205 millones.  
La mejora se sostuvo en el crecimiento de la producción, reducción de costos  
y la dinámica de precios”, aseguró la compañía. La empresa vendió Metrogas a Edenor 

v
PF alcanzó en el segundo tri-
mestre de 2026 el mayor re-
sultado operativo de su his-

toria, con un margen de 43% sobre 
los ingresos y una utilidad neta de 
1.205 millones de dólares, la se-
gunda cifra más alta registrada por 
la empresa. Además, un Ebitda -si-
glas en inglés para beneficios antes 
de intereses, impuestos, deprecia-
ciones y amortizaciones- ajustado 
de 2.804 millones de dólares, el va-
lor más alto en sus registros. 

“Cabe resaltar que el trimestre de 
mayor utilidad neta corresponde al 
Q3 (tercer trimestre) del año ante-
rior. El Ebitda del trimestre creció 
150% respecto al año anterior, im-
pulsado por el continuo crecimien-
to de la producción de shale, la re-
ducción en los costos de extrac-
ción, los niveles récord de procesa-
miento, la continua optimización y 
eficiencia operativa y la dinámica 
alcista de precios. Durante el tri-
mestre, YPF implementó un esque-
ma de buffer temporal de precios 
de naftas y gas oil por el cual no 
trasladó al surtidor el impacto 
completo de la suba de precios in-
ternacionales”, detalló la empresa 
que preside Horacio Marín. 

YPF atribuyó este desempeño a 
un crecimiento sostenido de la 
producción en Vaca Muerta, mejo-
ras en la eficiencia interna y una 
política de precios que priorizó la 
competitividad. 

El documento destaca que “la 
utilidad neta más alta de la historia 
corresponde al tercer trimestre del 
año anterior”, aunque el segundo 
trimestre de 2026 consolida el ca-
mino ascendente de la petrolera. 

La producción de petróleo shale 
promedió 213.000 barriles diarios, 
lo que implica un incremento de 
47% respecto del mismo período 
de 2025. YPF anticipó que, para fi-
nales de este año, espera llegar a 
los 250.000 barriles diarios de sha-
le, apoyada en proyectos estratégi-
cos como Loma La Lata Oil, pre-
sentado en mayo ante el Régimen 
de Incentivo a las Grandes Inver-
siones (RIGI). La inversión anun-
ciada para este desarrollo asciende 
a 25.000 millones de dólares. 

En materia de inversiones, la 
compañía destinó 1.340 millones 
de dólares durante el segundo tri-
mestre, 16% más que el año pasa-
do. De ese total, 77% se orientó a la 
actividad no convencional, con fo-
co principal en Vaca Muerta. El co-
municado remarca que se prevé 
una aceleración en la segunda mi-
tad del año, lo que acompañaría el 
aumento proyectado de la produc-
ción de shale. 

El segmento de Downstream 
(venta de combustible y refinación 

de petróleo) también entregó re-
sultados históricos. Las refinerías 
de YPF alcanzaron un récord de 
procesamiento, con 351.000 barri-
les diarios y una utilización del 104 
por ciento. Este desempeño per-
mitió registrar máximos en la pro-
ducción de naftas y gas oil. La pe-
trolera señaló que esto facilitó “evi-
tar importaciones, abastecer a refi-
nadores locales y exportar exce-
dentes a países de la región”. Las 
ventas de combustibles aumenta-
ron 10% en volumen respecto al 
año anterior, consolidando una 
participación de mercado de 59% 
en el trimestre. 

Durante este período, YPF im-
plementó un esquema temporal 
de buffer de precios para naftas y 
gasoil, con el objetivo de no trasla-
dar al surtidor la totalidad del im-
pacto por la suba de precios inter-
nacionales. 

El avance del Oleoducto VMOS 
representa otro de los hitos del 
trimestre, con más de 77% de la 
obra ejecutada al cierre de junio 
de 2026. Se prevé que tanto el 
nuevo oleoducto como su termi-
nal inicien operaciones de ex-

portación de crudo a comienzos 
del año próximo. 

En línea con su estrategia de 
foco en los recursos no conven-
cionales, YPF continuó el proce-
so de venta de activos convencio-
nales considerados no estratégi-
cos. El pasado jueves 6, la empre-
sa acordó desprenderse de dos 
grupos de áreas en la provincia 
de Mendoza por un monto cer-
cano a los 400 millones de dóla-
res. Una vez concretada la opera-
ción, 95% de la producción de la 
compañía en Vaca Muerta res-
ponderá a la lógica no conven-
cional, con lo que la empresa 
quedará cerca de su meta de 
transformarse en una operadora 
integrada de este segmento. 

La generación de flujo de caja li-
bre fue de 824 millones de dólares, 
posicionándose como el tercer 
mejor registro histórico. El infor-
me aclara que esta cifra incluye un 
efecto extraordinario derivado de 
la compra de activos de Equinor 
en Vaca Muerta. Excluyendo este 
efecto, la generación de caja hu-
biese alcanzado 1.000 millones de 
dólares. “Esto demuestra el sólido 

desempeño operativo y financiero 
alcanzado durante el trimestre”, 
señala el comunicado. 

El cierre del segundo trimestre 
permitió a YPF mostrar una liqui-
dez récord de casi 2.500 millones 
de dólares y reducir su ratio de en-
deudamiento neto a 1,09 veces, el 
nivel más bajo en los últimos 11 
años. 

En el plano operativo y de inver-
siones, 77% de los fondos desem-
bolsados se destinó a la actividad 
no convencional, con foco espe-
cial en Vaca Muerta, lo que refuer-
za el giro estratégico de la empresa 
hacia el desarrollo de este tipo de 
recursos. El comunicado subraya 
que se espera “una aceleración 
importante durante la segunda 
mitad del año, en línea con el cre-
cimiento de la producción de pe-
tróleo shale”. 

En cuanto a la política comer-
cial, la compañía decidió “no tras-
ladar al surtidor el impacto com-
pleto de la suba de precios inter-
nacionales” durante el trimestre, 
aplicando un esquema temporal 
de amortiguación de precios para 
naftas y gas oil. 

La venta de activos convencio-
nales en Mendoza, por aproxima-
damente 400 millones de dólares, y 
la compra de activos de Equinor en 
Vaca Muerta, marcan un trimestre 
de movimientos estratégicos en el 
portafolio de la compañía. 
 
Edenor le compró Metrogas a YPF 
Metrogas finalmente tiene nuevo 
dueño. La petrolera estatal YPF le 
vendió a Edenor, del empresario 
José Luis Manzano, su participa-
ción en la distribuidora de gas, en 
una operación que también inclu-
ye a Metroenergía por un total de 
US$780 millones. 

YPF avanzó con la venta de su 
participación accionaria de ambas 
compañías, en una operación que 
marca un nuevo paso dentro de la 
revisión estratégica de activos de la 
petrolera. La compañía informó 
que aceptó la oferta presentada 
por Empresa Distribuidora y Co-
mercializadora Norte SA y que, 
una vez concretada la transacción, 
se desprenderá de la totalidad de 
su participación en ambas firmas. 

La operación fue aprobada por 
el directorio de YPF en su reunión 
de ayer, luego de un proceso 
competitivo en el que la compa-
ñía evaluó distintas ofertas. Citi-
group actuó como asesor finan-
ciero de la petrolera durante el 
procedimiento. 

El cierre de la transacción no 
será inmediato. Según informó 
YPF, queda sujeto al cumplimien-
to de condiciones precedentes 
establecidas en la oferta, entre 
ellas la obtención de autorizacio-
nes regulatorias y garantías de 
cumplimiento. 

De acuerdo con la información 
relevante enviada a la Comisión 
Nacional de Valores, ByMA y A3 
Mercados, la venta incluye 70% del 
capital social y de los derechos de 
voto que YPF posee en Metrogas. 

Ese paquete está integrado por 
290.277.316 acciones nominativas 
no endosables Clase A, de valor 
nominal $1 cada una y con dere-
cho a un voto por acción, y 
108.142.529 acciones nominativas 
no endosables Clase B, también de 
valor nominal $1 y con derecho a 
un voto por acción. 

La transacción también com-
prende el 5% del capital social y de 
los derechos de voto que YPF tiene 
en Metroenergía. En este caso, se 
trata de 11.500 acciones nominati-
vas no endosables Clase A, de valor 
nominal $1 cada una y con dere-
cho a un voto por acción. 

Como resultado de la operación, 
YPF dejará de tener participación 
accionaria tanto en Metrogas co-
mo en Metroenergía. 

NA
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L
a Municipalidad de Córdoba 
obtuvo un crédito por 120 mi-
llones de dólares, fondos que 

utilizará para mejorar el perfil de 
vencimientos de deuda hasta el fi-
nal del mandato del intendente 
Daniel Passerini. 

Concretamente, la ingeniería fi-
nanciera incluye un crédito estruc-
turado por Deutsche Bank junto a 
un grupo de fondos e inversores 
institucionales internacionales, 
con garantía de la Provincia de 
Córdoba y la participación del 
Banco de Córdoba como agente de 
la contragarantía. 

Los recursos obtenidos serán 
destinados íntegramente a una 
operación de manejo de pasivos, 
según informó el municipio en un 
comunicado oficial. 

“Es una operación que nos va a 
permitir modificar el perfil de ven-
cimientos y despejar los más im-
portantes que eran en dólares y, en 
paralelo, oxigenar la gestión”, expli-
có a Comercio y Justicia el secreta-
rio de Administración Pública y Ca-
pital Humano, Sergio Lorenzatti. Es 
que los fondos del Deutsche irán a 
cubrir obligaciones de deuda pen-
diente y, por consiguiente, neutrali-
zarán un frente que exigía de mane-
ra periódica la emisión de algún 
instrumento para hacerse de fon-
dos y cubrir los pagos. Esa estrate-
gia cíclica, aunque eludía tener que 
recurrir a ingresos corrientes para 
afrontar esas obligaciones, requería 
pagar millones de pesos de intere-
ses que devengaba cada herra-
mienta utilizada en esa operación. 
Ese costo extra erosionaba la ya di-
fícil situación económico financie-
ra del municipio, con una recauda-
ción real en baja desde hace meses 
y gastos corrientes ajustados por in-
flación o incluso por encima. 

Así, todo el financiamiento será 
utilizado para cancelar obligacio-
nes financieras existentes, inclu-
yendo la totalidad de los títulos in-
ternacionales emitidos bajo ley de 
Nueva York y determinados pasi-
vos del mercado local, mejorando 
significativamente el perfil de ven-
cimientos del municipio y redu-
ciendo los riesgos de refinancia-
ción de corto plazo. 

Se trata del bono internacional 
emitido en 2016 por el entonces 

intendente Ramón Javier Mestre 
por un total de 150 millones de dó-
lares. Ese título fue luego reestruc-
turado en 2020 por Martín Llaryo-
ra, también como jefe comunal. 

A partir de marzo de 2024 co-
menzaron las amortizaciones de 
ese instrumento. Desde entonces, 
la Municipalidad logró afrontar sus 
compromisos mediante “sucesivas 
colocaciones en el mercado local 
de capitales, preservando el cum-
plimiento de todas sus obligacio-
nes financieras, con marcado es-
fuerzo en el contexto general mien-
tras en paralelo se consolidó la se-
ñal de responsabilidad hacia inver-
sores”, señalaron desde la comuna. 

Sin embargo, las características 
propias del mercado doméstico -
con instrumentos predominante-
mente de corto plazo y menor pro-
fundidad para operaciones de ma-
yor duración- fueron concentran-
do los vencimientos en horizontes 
reducidos, generando la necesidad 
de acceder a una fuente de finan-
ciamiento de mayor plazo que per-
mitiera optimizar el calendario de 
pagos, explicaron. 

En ese contexto, la operación 
anunciada constituye un ejercicio 
de administración de pasivos que 
reemplaza deuda de corto plazo 
por financiamiento internacional 
de mediano plazo, fortaleciendo la 
previsibilidad financiera del muni-
cipio y mejorando su perfil de ven-
cimientos, señaló el comunicado.  

De hecho, según pudo conocer 
Comercio y Justicia, el préstamo 
permitirá a Passerini concentrarse 
en atender diferentes obligaciones 
corrientes aunque no desenten-
derse por completo de los pagos de 

deuda, toda vez que aún restan al-
gunos vencimientos sin cubrir. 

La deuda de la gestión Mestre y 
que ahora se busca cancelar suma 
unos 63 millones de dólares. Pero 
además hay que cubrir un título 
emitido en 2024 y otro emitido 
también por esta gestión. Eso su-
mado a las letras privadas por 50 
mil millones de pesos que deben 
cancelarse el 27 de este mes -opor-
tunamente reperfiladas-, exigirán 
la totalidad del fondeo tomado en 
el crédito en dólares. 

De esta manera, aun con todos 
los recursos logrados, la gestión de 
Passerini deberá emitir una letra 
del tesoro para poder cubrir un re-
manente de deuda que deberá 
atender antes de fin de año. 

Condiciones 
El préstamo contempla un plazo 
total de cuatro años, con 24 me-
ses de gracia para el capital, du-
rante los cuales la Municipalidad 
abonará únicamente intereses. 
Finalizado ese período, el capital 
será amortizado mediante cinco 
cuotas semestrales iguales, ex-
tendiendo los vencimientos 
aproximadamente hasta mediados 
de 2030. 

La tasa de interés será variable, 
determinada por la SOFR a seis 
meses más un margen fijo. Esta es-
tructura permite que el costo del fi-
nanciamiento evolucione en línea 
con las condiciones de los merca-
dos internacionales, brindando 
mayor flexibilidad frente a cam-

bios en el contexto financiero glo-
bal y permitiendo al municipio be-
neficiarse de eventuales reduccio-
nes en las tasas de referencia du-
rante la vida del préstamo, explicó 
la comuna. 

En principio, ese combo impli-
caría hoy pagar una tasa apenas 
por encima del 9% anual. 

El número surge en función de 
que la tasa SOFR hoy equivale a 
3,89% anual. Si a ese porcentaje se 
suma el 5,2% extra como margen 
fijo, se arriba al 9,06% actual. 

La tasa, considerada más que 
positiva por Lorenzatti en función 
del costo de los fondeos periódicos 
para cubrir los vencimientos, en ri-
gor tiene una lectura no tan lineal 
en el mercado. “Depende del lugar 
desde donde se la vea”, dijo un in-
formante quien, no obstante, se-
ñaló que, a tenor de la situación en 
la que se encontraba la comuna, el 
costo beneficio debe incluir nece-
sariamente esa variable. “Se saca-
ron un peso de encima”, resumió, 
al final, el informante. 

 
El respaldo de la Provincia 
La operación cuenta con una ga-
rantía irrevocable e incondicional 
de la Provincia de Córdoba, previs-
ta por la legislación provincial para 
facilitar el acceso al financiamien-
to de municipios y comunas, 
mientras que Bancor participa co-
mo agente de la contragarantía 
instrumentando los mecanismos 
previstos para resguardar los dere-
chos de la Provincia. 

La garantía provincial constituye 
una obligación contingente, por lo 
que no integra el stock de deuda de 
la Provincia mientras no se pro-
duzca un incumplimiento. Asimis-
mo, la operación incorpora un es-
quema de contragarantía que pro-
tege los intereses provinciales me-
diante la cesión en garantía de re-
cursos municipales específicos. 

 
Moody’s 
Por lo demás, según consideró el 
municipio en un comunicado, el 
acceso a este financiamiento “es el 
resultado directo de la política fis-
cal responsable y el proceso de 
fortalecimiento de las cuentas pú-
blicas que la Municipalidad des-
arrolla desde 2019. Esta gestión ha 
sido valorada positivamente por 
calificadoras de riesgo, como Mo-
ody’s Internacional, que elevó la 
nota de la Ciudad de Córdoba de 
Caa1 a B3”. 

Passerini tomó US$120 millones, 
despeja el horizonte financiero y 
oxigena la gestión
La Municipalidad de Córdoba cerró un préstamo estructurado por el Deutsche 
Bank y garantizado por la Provincia, para hacerse de recursos para cubrir  
obligaciones claves durante el último tramo de la actual gestión. El crédito  
incluye dos años de gracia y una tasa variable que, a la fecha, apenas supera 
9% anual. Aunque mejora el perfil del pasivo, el municipio deberá volver a 
emitir letras este año para cubrir vencimientos por unos $50 mil millones

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info

La empresa Mercado Libre anun-
ció el desarrollo de su primer cen-
tro de almacenamiento en el inte-
rior del país, ubicado en Estación 
Juárez Celman, en el Gran Córdo-
ba, con una inversión de 100 mi-
llones de dólares. 

El espacio, de 60 mil metros 
cuadrados, se enmarca en proyec-
tos de inversión por 3.400 millo-
nes de dólares para 2026 en Ar-
gentina. Será el quinto centro de 
almacenamiento en el país. 

El nuevo centro de distribución 
generará hasta 2.000 puestos de 
trabajo directos e indirectos. 

Tendrá capacidad para almace-
nar hasta seis millones de pro-
ductos y operará como nodo cen-
tral de abastecimiento para todos 
los depósitos de última milla en 
las regiones centro, NOA y NEA 
del país.  

Esto permitirá acortar tiempos 
de entrega, ampliar la disponibili-
dad de productos y mejorar las 
condiciones operativas para miles 
de pymes y vendedores que ope-
ran desde esas provincias, indicó 
la compañía en de un comunica-
do que luego amplió Prensa del 
Gobierno de Córdoba. 

En ese marco, el gobernador 
Martín Llaryora recibió a repre-
sentantes de la empresa, quienes 
le dieron detalles de la inversión.  

Durante el encuentro, el man-
datario destacó la decisión de la 
compañía de elegir Córdoba para 
desarrollar su primer centro de 
estas características en el interior 
del país y valoró especialmente el 
impacto que tendrá en la genera-
ción de empleo y en el fortaleci-
miento del entramado producti-
vo provincial. 

“Que una empresa líder como 
Mercado Libre elija Córdoba pa-

ra realizar una inversión de esta 
magnitud es una muestra de 
confianza en nuestra provincia y 
en su potencial productivo”, afir-
mó Llaryora. 

El desarrollador Plaza Logística 
será quien lleve adelante este pro-
yecto, en el marco de una alianza 
que ya lleva cuatro centros logísti-
cos construidos para Mercado Li-
bre en Argentina. La fecha estima-
da de puesta en marcha está pla-
nificada para fines de 2027. 

“Este primer centro de almace-
namiento en Córdoba marca un 
paso decisivo en nuestra estrate-

gia de federalizar la logística y re-
afirma nuestro compromiso de 
inversión de largo plazo con Ar-
gentina. Valoramos que el muni-
cipio de Estación Juárez Celman 
impulse condiciones que favore-
cen la inversión, el desarrollo 
productivo y la generación de 
empleo formal”, señaló Adrián 
Ecker, country manager de Mer-
cado Libre Argentina. 

La inversión fue ponderada 
también por la vicegobernadora 
de Córdoba, Myrian Prunotto, 
quien fuera intendente de esa lo-
calidad. También se sumó al apo-
yo el actual jefe comunal de Esta-
ción Juárez Célman, Matías Haro. 

Mercado Libre invierte US$100 millones en centro de distribución en el Gran Córdoba
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L
uciano Galfione, presidente de 
la Fundación ProTejer -que 
nuclea a empresas de toda la 

cadena de valor agrotextil y de in-
dumentaria- resume el cuadro ac-
tual del ramo: “Nuestra crisis tiene 
que ver básicamente con dos fac-
tores. Por un lado, el debilitamien-
to del consumo interno, que limita 
la demanda de nuestros produc-
tos. A eso se le agrega, para dificul-
tar aún más la situación, la profun-
da desregulación de las importa-
ciones de ropa, que aumentaron 
más de 185% interanual y siguen 
creciendo”. 

El empresario aporta un dato 
ilustrativo: “Estamos importando 
remeras a un centavo de dólar. 
No creo que haga falta decir que 
con eso no pagamos ni la materia 
prima con la que esa remera se 
empieza a hacer. Pero no acá, en 
ningún lugar del mundo. Es más, 
son remeras de algodón, cuando 
Argentina es uno de los producto-
res de algodón más importantes 
del mundo”. 

 
Señales 

-¿La actividad textil atravesa-
rá con éxito el giro impuesto 
por las nuevas señales macroe-
conómicas? 

-Recordemos primero que el 
sector textil está presente en 17 
de las 24 provincias. Es uno de los 
rubros industriales más federales 
que tiene el país, con fuerte pre-
sencia en el norte argentino, en 
los lugares más pobres que tene-
mos en el país. Genera empleo 
para casi dos millones de perso-
nas. Sin embargo, es un sector 
que permanentemente es objeto 
de múltiples agresiones, por un 
gran desconocimiento. 

 
-¿Qué argumentos se utilizan 

en ese sentido? 
-Siempre se dice que nuestros 

productos son caros, que no com-
piten con ningún otro fabricante. 
Sin embargo, el problema de nues-
tro país no es producir, es comer-
cializar. Hace 20 años que venimos 
diciendo lo mismo. En Argentina 
no es cara la ropa. Es cara cual-

quier cosa que producimos. Se 
vende caro por todo lo que hace a 
la falta de competitividad sistémi-
ca de la economía.  

 
-¿La importación es una vía 

para contener el ritmo inflacio-
nario? 

-En Argentina no podemos se-
guir creyendo que importando to-
do vamos a bajar la suba de los 
precios. Lo único que vamos a ha-
cer es destrozar el empleo nacional 
y el problema de la inflación no lo 
vamos a solucionar. 

 
-¿Qué impacto le causa a la in-

dustria textil y de indumentaria la 
actual apertura aduanera? 

-El sector textil ya va por el ter-
cer año consecutivo de caída de la 
actividad, que prácticamente re-
gistra una baja de más de un ter-
cio respecto a comienzos de 2023. 
Hoy tenemos paradas siete de ca-
da diez máquinas en nuestro sec-
tor. Demás está decir que con esa 
capacidad ociosa de ninguna ma-

nera se puede ser rentable. Esta-
mos hablando de un sector que -
en los últimos casi cuatro años- 
invirtió más de 1.400 millones de 
dólares en bienes de capital, para 
renovar fábricas diseminadas por 
todo el país. 

 
Inversiones 

-¿Haber incorporado esos 
equipos no se tradujo en una 
mayor capacidad frente a la 
competencia?  

-Tenemos tecnologías de las 
más modernas del mundo. Pero 
hay dos factores por los cuales 
nuestra actividad se desploma. El 
primero es la fuerte caída del con-
sumo interno, ante el debilita-
miento del poder adquisitivo de 
la población. Nuestro sector vive 
básicamente del mercado interno 
y a la gente hoy no le alcanza el 
dinero. Entonces, frente a las ne-
cesidades básicas de comer y ves-
tirse, elige prescindir de lo segun-
do porque dejar de alimentarse 
no podemos. 

 
-¿Una mejora del poder adqui-

sitivo de la población sería parte 
de la solución? 

-Por ahora eso no está a la vista, 
al contrario. Y cuando nos va mal, 
cuando no nos alcanza el dinero, 
lo primero que dejamos de consu-
mir son productos textiles. Por-
que podemos seguir usando la re-
mera vieja, la camisa vieja, el pan-
talón que me pasó un pariente. La 
realidad es que el sector textil es 
un sector semáforo de cómo nos 
va en el país, Si alguien quiere sa-
ber cómo le va Argentina, que mi-
re al sector textil.  

 
-¿Cómo incide la importación 

de ropa usada? 
-Esa mercadería está creciendo a 

un ritmo explosivo en el último 
año. Pasó de ser algo marginal a re-

presentar 11% de todas las impor-
taciones de ropa que ingresan a Ar-
gentina. Los países fabricantes ya 
no saben qué hacer con los exce-
dentes de su producción. Gran 
parte de esas prendas son de fibras 
sintéticas y de poliéster, que no se 
pueden reciclar y, si se queman, li-
beran gases tóxicos. Esta ropa no 
se destruye ni se procesa, se trasla-
da a otros territorios.  

 
-¿Ésta sería la contracara de la 

apertura aduanera, utilizada co-
mo factor anti inflacionario? 

-Hoy este descarte está llegando 
a nuestro país y más de 80% entra 
por la aduana de Jujuy, provenien-
te del norte de Chile y de grandes 
centros de descarte. Son millones 
de prendas que se acumulan como 
basura textil. La pregunta es sim-
ple: ¿queremos que Argentina sea 
el próximo basural del mundo? Y 
hay algo más: una parte importan-
te de esta ropa no se puede reven-
der, está rota, manchada o es de 
muy baja calidad.  

 
-También se expandió la com-

pra individual de indumentaria a 
través de plataformas digitales. 

-Esa modalidad permite ofrecer 
precios más bajos porque no paga 
impuestos ni aranceles, ni logísti-
ca, ni alquileres, ni tasas de interés 
porque no se venden en cuotas. 
Mientras, en Argentina las tarjetas 
de crédito cobran comisiones seis 
veces más altas que en otros países 
que toman medidas de protección 
de sus industrias.  

 
Ejemplos 

-¿Cómo reaccionan otros go-
biernos frente a esa invasión de 
mercaderías foráneas?  

-El Parlamento francés, por 
ejemplo, aprobó una ley que le po-
ne un impuesto de 10 euros por ca-
da prenda. La Unión Europea acu-

só a China de inundar los merca-
dos con producción subsidiada. 
En México, la presidenta Claudia 
Sheinbaum subió de 19% a 35% el 
impuesto a las pequeñas importa-
ciones provenientes de China. Ar-
gentina, en tanto, va a contrama-
no. Eliminamos los controles 
aduaneros. No se controla la com-
posición de los productos. Llegan 
medias que declaran algodón co-
mo componente cuando en reali-
dad son de poliéster.  

 
-En el Gobierno sostienen que 

la baja de aranceles apunta a im-
pulsar la competencia y abaratar 
precios. 

-Entendamos algo: bajar arance-
les a las importaciones es bajar los 
impuestos a los chinos. A mí como 
empresario no me bajaron un solo 
impuesto, pero sí se los bajamos a 
quienes no generan empleos en el 
país y viven a más de 20.000 kiló-
metros de Argentina. Además, se 
sacaron los valores criterio, que es-
tablecían parámetros para los pre-
cios de lo que se importa, lo que es 
lisa y llanamente facilitar el contra-
bando. Cuando yo declaro una re-
mera a un centavo de dólar, pago 
impuestos por un centavo de dó-
lar. Eso es contrabando legal. 

 
-¿La apertura aduanera actual 

es una respuesta a un proteccio-
nismo previo excesivo?  

-Nosotros no pedimos no com-
petir. Competir nos hace bien, nos 
invita a todo el tiempo a tener que 
invertir. Pedimos competir en 
igualdad de condiciones. Cuando 
menos, tener las reglas que tiene el 
mundo.  

 
-¿Qué consecuencia prevé para 

el sector en el corto y mediano 
plazo? 

-Por lo pronto, la continuidad de 
la apertura sin restricciones acen-
tuará los efectos negativos. En los 
últimos dos años cerraron más de 
800 empresas de nuestra actividad, 
la mayor parte pequeñas y media-
nas, y se redujeron más de 20.000 
puestos de trabajo registrados en 
San Luis, Catamarca, Chaco, La 
Rioja y el conurbano bonaerense. 
Vamos perdiendo un entramado 
productivo que va a ser muy difícil 
de volver a poner en marcha. Esta-
mos en una encerrona y en un cír-
culo vicioso que lo único que va a 
lograr es más desempleo, más po-
breza y peor bienestar para la so-
ciedad argentina. 

 
-Algunos analistas predicen 

que la actividad textil y de indu-
mentaria resurgirá, depurada 
después de un período de recon-
versión. 

-En ningún país del mundo, y 
sobre todo en los desarrollados, 
hay sectores inviables. Lo que sí 
hay son políticas inviables o, en 
sentido opuesto, promotoras de 
ciertos sectores. Es el caso del im-
pulso que recibió en los últimos 
años la economía del conoci-
miento gracias a políticas especí-
ficas. El sector informático tiene 
una ley de promoción y por eso le 
va muy bien. Esa política se po-
dría replicar a todo el entramado 
productivo y, de esa manera, ga-
nar competitividad.

La crisis de las industrias textil y de indumentaria es el resultado de la  
caída del poder adquisitivo de los consumidores y se ve agravada por la 

creciente importación, advierte Luciano Galfione, titular de ProTejer

Remeras a un centavoDaniel Victor Sosa 

Periodista especializado  

en asuntos económicos 
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ala Blockchain, empresa de 
soluciones y consultoría en 
tecnologías blockchain, cuyos 

clientes ya cuentan con activos en 
oferta por más de US$150 millo-
nes, sostiene que la digitalización 
del real estate ya está transforman-
do la forma de vender, invertir y fi-
nanciar proyectos.  

“El mercado inmobiliario ar-
gentino atraviesa una de las ma-
yores transformaciones de las úl-
timas décadas. La incorporación 
de nuevas tecnologías ya no se li-
mita a mejorar procesos adminis-
trativos: está modificando la for-
ma en que se comercializan los 
desarrollos, se financian las obras 
y se relacionan desarrolladores, 
inversores y compradores”, sos-
tienen desde la empresa. 

En ese escenario, desde la com-
pañía destacan que “la tokeniza-
ción, la inteligencia artificial y el 

e-commerce conforman el nuevo 
ecosistema digital del real estate, 
permitiendo mayor eficiencia, li-
quidez y acceso a nuevas oportu-
nidades de inversión”. 

"Hoy muchas desarrolladoras e 
inmobiliarias entienden que la di-
gitalización ya no es una opción, 
sino una parte esencial de cómo se 
vinculan con sus clientes. No in-
corporar estas herramientas signi-
fica quedar desconectados de un 
mercado que evoluciona de mane-
ra permanente", explica Rodolfo 
Vigliano, fundador y CEO de Pala 
Blockchain que trabaja actual-
mente con más de 20 desarrolla-
doras e inmobiliarias del país. 

Empresas de real estate como 
Idero, Fundar, Grupo EB, Wind-
surf, Filabe y Pascual, entre otras, 
ya usan este sistema para operar y 
también se destaca el banco Coi-
nag que hace unos meses empezó 

a ofrecer a sus clientes la tokeniza-
ción inmobiliaria. 

"La experiencia del comprador 
cambió radicalmente. Hoy un 
boleto de compraventa puede 
firmarse desde un teléfono celu-
lar en apenas tres minutos, y cer-
tificado digitalmente por un es-
cribano a distancia, algo impen-
sado hace muy pocos años", des-
taca Vigliano. 

La evolución del mercado tam-
bién encuentra respaldo en el con-
texto regulatorio argentino. En ju-
nio de 2026, la Comisión Nacional 
de Valores (CNV) extendió el régi-

men de tokenización de valores 
negociables, incorporando nuevos 
instrumentos y extendiendo el 
sandbox regulatorio, una medida 
que busca acelerar la digitalización 
del mercado de capitales y brindar 
mayor seguridad jurídica a este ti-
po de operaciones.  

En paralelo, un estudio de EY Ar-
gentina reveló que seis de cada 10 
argentinos creen que los activos 
tokenizados formarán parte de la 
economía, mientras que 61% no 
descarta utilizar activos digitales 
en el futuro, una señal de que la 
adopción de estas tecnologías co-
mienza a consolidarse tanto desde 
el punto de vista regulatorio como 
de la demanda. Siendo la tokeniza-
ción el instrumento complemen-
tario ideal del mercado de capita-
les, permitiendo acceder a la liqui-
dez de los tenedores cripto. 

Por su lado, la tokenización no-
tarial, donde un escribano valida la 
documentación y el proyecto, es 
posible adquirir porciones de un 
boleto de compraventa de manera 
completamente digital. Esto am-
plía la base de potenciales partici-
pantes de cada desarrollo y facilita 
la incorporación de nuevos com-
pradores. 

Además, la evolución de esta 
tecnología abre una nueva aplica-
ción para la industria de la cons-
trucción: la tokenización de docu-
mentos permite utilizar estos acti-
vos digitales como forma de pago 
entre desarrolladores y proveedo-

res, formalizando mecanismos de 
canje ya habituales en el sector, 
pero con mayor flexibilidad y gra-
nularidad. 

"Los desarrolladores empiezan a 
ver la tokenización como una he-
rramienta mucho más eficiente 
para captar capital y gestionar el fi-
nanciamiento de sus proyectos. El 
principal desafío ya no es tecnoló-
gico. El verdadero desafío es cultu-
ral. La tecnología está disponible; 
lo que hace falta es la decisión de 
transformar la forma de trabajar y 
adaptarse a un mercado cada vez 
más digital", agrega Paula Viglia-
no, cofundadora de la empresa. 

En los primeros años aparecie-
ron propuestas donde un token 
simplemente representaba un de-
recho asociado a una criptomo-
neda. Hoy los nuevos estándares 
permiten que cada token incorpo-
re un contrato legal, con derechos 
y obligaciones claramente defini-
dos y plenamente exigibles ante la 
Justicia. “Esa madurez tecnológi-
ca está dejando atrás los proyec-
tos meramente especulativos y 
abre una nueva etapa para la digi-
talización del mercado inmobilia-
rio. La convergencia entre tecno-
logía, respaldo legal y nuevos mo-
delos de comercialización marca-
rá el futuro inmediato del sector, 
impulsando un mercado más efi-
ciente, transparente y accesible 
tanto para desarrolladores como 
para inversores”, concluyeron 
desde la empresa. 

La tokenización ya redefine 
la forma de vender e invertir 
en el mercado inmobiliario

JetSmart, la aerolínea ultra low 
cost con la flota más joven de Sud-
américa, anunció hoy el lanza-
miento de su vuelo directo a Flo-
rianópolis desde la ciudad de Cór-
doba, el segundo entre la capital 
cordobesa y Brasil junto con Río de 
Janeiro. Hoy se abre la venta para 

esta ruta estacional que comenza-
rá a operar el miércoles 12 de di-
ciembre de este año hasta Semana 
Santa incluida. En el marco del 
acelerado plan de incorporación 
de aeronaves, la compañía presen-
tó su sexta nueva ruta de este año, 
la segunda con destino a Brasil y la 

tercera internacional. La flota local 
pasará a contar con 17 aviones en 
octubre y proyecta llegar a 23 en la 
temporada estival, destacando la 
inclusión de 10 modelos Airbus 
A321 de 240 asientos cada uno. 

Los vuelos tendrán cinco fre-
cuencias semanales, los días lunes, 

miércoles, viernes, sábado y do-
mingo. Los pasajes tienen un pre-
cio promocional desde $263.800 
(US$175) por tramo, con tasas e 
impuestos incluidos, ya disponi-
bles en www.JetSmart.com. 

"Gracias a nuestro modelo ultra 
low cost, seguimos haciendo que 
volar sea más fácil, confiable y ac-
cesible para todos. La llegada de 

más aviones a nuestra flota en el 
país nos permite sumar nuevas ru-
tas y consolidar una red cada vez 
más federal y directa, conectando 
a las provincias entre sí y con la re-
gión sin necesidad de pasar por 
Buenos Aires, como Córdoba-Flo-
rianópolis, nuestra octava ruta en-
tre Argentina y Brasil", expresó 
Gonzalo Pérez Corral, de JetSmart. 

Así lo refleja Pala Blockchain, la firma de soluciones 
y consultoría en tecnologías blockchain, en tanto que 
afirma que hoy un boleto de compraventa puede 
suscribirse en forma digital en tres minutos  

Lanzan vuelo directo entre Córdoba y Florianópolis

RODOLFO VIGLIANO, CEO PALA Blokchain.
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a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió el recurso de ca-

sación interpuesto por Asociación 
Civil Casa del Niño, anuló la sen-
tencia que había reconocido la 
existencia de una relación laboral, 
y rechazó la demanda en todas sus 
partes, al considerar que se aplicó 
erróneamente la presunción del 
art. 23 de la Ley de Contrato de 
Trabajo (LCT), pues las circuns-
tancias acreditadas demostraban 
que el vínculo correspondía a un 
voluntariado social regulado por la 
ley 25855 y ajeno al ámbito laboral. 
También desestimó la impugna-
ción de la actora e impuso las cos-
tas por el orden causado en ambas 
instancias.  

El Alto Cuerpo estuvo integrado 
por los vocales Luis Angulo, Luis 
Rubio y Domingo Sesin. Al abordar 
el recurso, recordó que la instancia 
anterior había entendido que los 
acuerdos de voluntariado resulta-
ban insuficientes para desvirtuar 
la presunción del art. 23 LCT. Para 
ello había valorado testimonios se-
gún los cuales F. habría firmado 
esos instrumentos para poder co-
brar, que percibía sumas calcula-
das según las horas trabajadas, 

cumplía la jornada denunciada y 
esa actividad constituía su modo 
de vida. Así, concluyó que los pa-
gos excluían la gratuidad propia 
del voluntariado y reconoció una 
relación laboral.  

La sala señaló, en cambio, que la 
presunción de existencia de un 
contrato laboral derivada de la 
prestación de servicios debe anali-
zarse con prudencia cuando las 
circunstancias revelan que el vín-
culo puede responder a una figura 
jurídica diferente. Explicó que el 
propio art. 23 LCT permite excluir 
aquella presunción cuando las ca-
racterísticas, modalidades o cir-
cunstancias comprobadas eviden-
cian que la realidad de la relación 
no puede calificarse como laboral.  

 
Relevancia 
En ese análisis adquirió especial 
relevancia que Asociación Civil 
Casa del Niño es una entidad sin fi-
nes de lucro dedicada a la atención 
de niños y jóvenes abandonados 
y/o con discapacidad, sostenida 
mediante subsidios y donaciones. 
Para el TSJ, ese contexto resultaba 
extraño al propio de un estableci-
miento empresario. Además, des-
tacó que la ley 25855 establece que 

la prestación del voluntario se pre-
sume ajena a una relación laboral y 
previsional.  

La normativa exige que la activi-
dad sea gratuita, pero admite ex-
presamente el reembolso de los 
gastos ocasionados por el desem-
peño del voluntariado, siempre 
que la organización lo hubiera es-
tablecido previamente, aclarando 
que esas sumas no constituyen re-
muneración. También requiere 
que la adhesión al voluntariado 
sea formalizada por escrito antes 
del comienzo de las actividades.  

En el expediente se incorpora-
ron tres acuerdos de voluntariado 
cuya firma por F. quedó fuera de 
discusión. Allí se estableció que 
prestaría servicios voluntarios y 
gratuitos, motivados por senti-
mientos humanitarios, sociales y 
cristianos, mientras que la asocia-
ción reconocería los gastos corres-
pondientes a movilidad, refrigerio, 
vestimenta y otras erogaciones 
ocasionadas por la actividad.  

Sobre esa base, el fallo juzgó in-
suficientes las razones utilizadas 
para considerar que esos acuer-
dos encubrían una relación de 
dependencia. El hecho de que F. 
percibiera mensualmente una 
suma de dinero, incluso si consti-
tuía su único ingreso y se calcula-
ba según las horas dedicadas, no 
bastaba para desplazar la figura 
del voluntariado, porque la legis-
lación autorizaba el reintegro de 
gastos. A ello agregó que el mon-
to denunciado era sensiblemente 
inferior a la remuneración con-
vencional y resultaba compatible 
con gastos de movilidad, refrige-
rio y vestimenta.  

Tampoco encontró irregulari-
dad en la obligatoriedad de firmar 
los acuerdos, ya que se trataba de 
una exigencia legal aplicable a los 
voluntarios y no de una maniobra 
destinada a encubrir una contrata-
ción laboral. En consecuencia, no 
se acreditaron circunstancias ca-
paces de desvirtuar que la relación 
obedeció a un acuerdo de volunta-
riado social sometido a una regula-
ción específica.  

Por ello, anuló el pronuncia-
miento anterior conforme al art. 
105 del Código Procesal del Traba-
jo (CPT) y, al resolver el fondo, re-
chazó íntegramente la demanda.

Los acuerdos firmados, el carácter gratuito de las tareas y la posibilidad  
legal de reintegrar gastos demostraron que los pagos recibidos  
no bastaban para aplicar la presunción del artículo 23 de la LCT

Rechazan demanda contra  
la Casa del Niño al entender  
que el voluntariado  
no fue una relación laboral

La Sala de Apelación de la Au-
diencia Nacional de España des-
estimó el recurso interpuesto por 
un condenado por adoctrina-
miento terrorista y enaltecimien-
to del terrorismo y confirmó ínte-
gramente la sentencia, al consi-
derar que no existía evidencia al-
guna de que la resolución hubie-
ra sido elaborada mediante inte-
ligencia artificial (IA) generativa, 
que la valoración probatoria esta-
ba suficientemente motivada y 
que los hechos acreditaban tanto 
una actividad persistente de radi-
calización como la difusión pú-
blica de contenidos aptos para 
exaltar y justificar el terrorismo. 
La apelación fue rechazada sin 
imposición de costas.  

El fallo fue dictado por los jue-
ces Manuela Fernández Prado, 
Vicente Ramón Rouco Rodrí-
guez, José Ramón González Cla-
vijo, Eloy Velasco Núñez y Enri-
que López López, actuando Rou-
co Rodríguez como ponente.  

Uno de los principales planteos 
de la defensa consistió en soste-
ner que la sentencia condenato-
ria había sido redactada median-
te un programa de inteligencia 
artificial generativa. Incluso pidió 
obtener el código fuente, algorit-
mo, metadatos y el prompt su-
puestamente utilizado. La sala 
descartó de plano esa hipótesis 
por carecer de cualquier eviden-
cia o indicio que permitiera sos-
tenerla y consideró improceden-
te requerir tales elementos al tri-
bunal sentenciador.  

Los magistrados explicaron 
que la sentencia apelada fue pre-
cedida por una instrucción judi-
cial y un juicio oral y constituyó el 
resultado de una decisión cole-
giada. Una resolución asumida, 
firmada y publicada por los jue-
ces es obra de ese trabajo juris-
diccional colegiado y no puede 
calificarse como una decisión au-
tomatizada sobre la base de una 
mera sospecha. La circunstancia 
de que contuviera transcripcio-
nes de la acusación fiscal, actua-
ciones instructorias o jurispru-
dencia tampoco demostraba uti-
lización de IA ni ausencia de ra-
zonamiento propio.  

La sala agregó que, aun cuando 
algunos fundamentos fueran es-
cuetos, la sentencia identificó su-
ficientemente las pruebas consi-

deradas y permitió reconstruir el 
razonamiento seguido para 
aceptar los hechos y efectuar su 
calificación jurídico-penal. Por 
ello, no existió vulneración del 
derecho a la tutela judicial efecti-
va ni déficit de motivación capaz 
de provocar la nulidad del pro-
nunciamiento.  

 
Traducciones 
También fue rechazada la queja 
relativa a las traducciones del 
material en árabe. El tribunal se-
ñaló que la defensa había formu-
lado objeciones genéricas sin 
ofrecer traducciones alternativas 
ni precisar discrepancias concre-
tas. Además, durante el juicio los 
funcionarios policiales especiali-
zados ratificaron y explicaron los 
contenidos, con intervención de 
un intérprete de árabe del Minis-
terio de Justicia y posibilidad de 
contradicción por la defensa.  

Respecto del fondo, la sala sos-
tuvo que los hechos excedían 
ampliamente el mero consumo 
de contenidos ideológicos o reli-
giosos. El acusado había accedi-
do reiteradamente a propaganda 
yihadista, almacenado material, 
interiorizado sus postulados y di-
fundido públicamente mensajes 
mediante redes sociales.  

Esa actividad sostenida permi-
tió acreditar la finalidad de capa-
citarse vinculada con delitos te-
rroristas exigida por el artículo 
575.2 del Código Penal. Asimis-
mo, la difusión pública de men-
sajes de exaltación y justificación 
del terrorismo satisfacía las exi-
gencias del artículo 578, incluida 
la generación de un riesgo para 
bienes como la estabilidad y la 
paz pública.  

Finalmente, se confirmó tam-
bién las penas impuestas. Se va-
loró la gravedad de los conteni-
dos, su reiteración durante un 
período prolongado, la persisten-
cia del adoctrinamiento y la ca-
pacidad multiplicadora de las re-
des sociales, que incrementaba el 
riesgo derivado de la difusión pú-
blica. En consecuencia, quedó 
firme en la instancia la condena a 
tres años de prisión por adoctri-
namiento terrorista y a dos años y 
seis meses por enaltecimiento del 
terrorismo, junto con las restan-
tes penas y medidas accesorias 
establecidas en la sentencia.

España: descartan que una 
sentencia fuera redactada  
con inteligencia artificial 

Autos: “F., V. L. c/ Asociación Civil Casa del 
Niño (ACCN) - Ordinario - Despido - Recur-
sos de Casación - 10063049, Trib. de ori-
gen: Cám. Trabajo Córdoba, Sala IX”
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E
l Foro Permanente de Fiscalí-
as de Investigaciones Admi-
nistrativas y Oficinas Antico-

rrupción presentó el informe 
“Corrupción y perspectiva de gé-
nero. Abordaje de la corrupción 
sexual/sextorsión en el ámbito de 
las fiscalías de investigaciones 
administrativas, oficinas antico-
rrupción y organismos equivalen-
tes”, un documento que reúne 
herramientas y recomendaciones 
para identificar, investigar e in-
tervenir ante este tipo de hechos 
desde los organismos especializa-
dos en integridad y lucha contra 
la corrupción. 

El trabajo fue elaborado por el 
grupo de corrupción y género del 
foro bajo la coordinación de la Pro-
curaduría de Investigaciones Ad-
ministrativas (PIA). 

En los últimos años, el equipo 
centró su labor en la corrupción 
sexual o sextorsión, una problemá-
tica que requiere integrar las pers-
pectivas de género y de lucha con-
tra la corrupción para su adecuada 
identificación e investigación. 

En ese sentido, el informe se ins-
cribe en las obligaciones asumidas 
por el Estado argentino en la mate-
ria; en particular, las derivadas de 
la resolución 10/10, aprobada en 
2023 por la Conferencia de los Es-
tados Parte de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Co-
rrupción, que alienta a considerar 
la exigencia de actos sexuales me-
diante abuso de autoridad como 
una forma de corrupción. 

Define la corrupción sexual o 
sextorsión como la conducta me-
diante la cual “un funcionario o 
una funcionaria pública abusa de 
la autoridad que le fue conferida 
para obtener un acto de naturaleza 
sexual a cambio de un servicio o 
beneficio vinculado con el ejerci-
cio de esa función”. Señala que se 
trata de una modalidad en la que 
confluyen la corrupción y la vio-
lencia sexual, con un impacto es-
pecífico y desproporcionado por 
género e identidad de género, que 
afecta principalmente a mujeres, 
niñas y personas trans. 

Asimismo, advierte que en la Ar-
gentina la corrupción sexual care-
ce de una regulación específica, lo 
que puede dificultar su identifica-
ción, investigación y sanción. 

Frente a ello, propone un abor-
daje integral desde el ámbito ad-
ministrativo y disciplinario -
competencia primaria de las ofi-
cinas que integran el foro-, que 
articule las herramientas previs-
tas en la normativa sobre ética 
pública y lucha contra la corrup-

ción con las destinadas a preve-
nir y sancionar la violencia de gé-
nero, a fin de aprovechar el mar-
co normativo vigente para inter-
venir ante estos casos. 

Como parte del trabajo, los orga-
nismos que integran el grupo reali-
zaron un relevamiento inicial en el 
que identificaron alrededor de 15 
casos que podían encuadrarse co-
mo corrupción sexual o sextorsión. 
La búsqueda se complementó con 
el análisis de jurisprudencia, infor-
mación publicada en medios de 
comunicación y consultas con 
operadores especializados. 

A partir de ese relevamiento, el 
informe advierte la existencia de 
un subregistro, algo que se vincula, 
entre otros factores, con las dificul-
tades para identificar este tipo de 
hechos, el desconocimiento del fe-
nómeno, la baja cantidad de de-
nuncias y los obstáculos para su 
tramitación. También indica que 
el temor a sufrir represalias y la 
percepción de que no existen ám-
bitos adecuados para denunciar 
contribuyen a la invisibilización de 
estas situaciones. 

Los casos relevados se presenta-
ron en contextos de vulnerabilidad 
o desigualdad estructural relacio-
nados, entre otros ámbitos, con la 
provisión de servicios básicos, la 
atención de la salud, el acceso a la 
vivienda, los planes sociales y el 
empleo público. También se iden-
tificaron situaciones en contextos 
de encierro y vinculadas con la tra-
ta de personas con fines de explo-
tación sexual. 

A partir de la experiencia des-
arrollada y de talleres de análisis de 
casos, el documento formula una 
serie de recomendaciones para 
fortalecer la intervención de las fis-
calías de investigaciones adminis-
trativas, oficinas anticorrupción y 
organismos equivalentes. 

Entre otras medidas, propone 
incorporar la corrupción sexual o 
sextorsión en los canales de de-
nuncia; elaborar o actualizar pro-
tocolos de actuación; fortalecer 

los mecanismos de articulación y 
derivación entre organismos; ca-
pacitar al personal y generar re-
gistros que permitan producir in-
formación y estadísticas sobre es-
tos casos. 

  
Principios 
Para la intervención frente a de-
nuncias concretas, recomienda 
aplicar principios de confidenciali-
dad, perspectiva de integridad pú-
blica y anticorrupción, presunción 
de buena fe, perspectiva de género 
e interseccional y un enfoque cen-
trado en los derechos de las vícti-
mas. En particular, aconseja eva-
luar medidas tempranas para pro-
teger a las personas denunciantes 
frente a posibles represalias y evi-
tar que las consecuencias de esas 
medidas recaigan sobre ellas. 

El grupo de trabajo sobre co-
rrupción y género funciona desde 
2020 en el ámbito del Foro Perma-
nente de Fiscalías de Investigacio-
nes Administrativas y Oficinas An-
ticorrupción. En una primera eta-
pa abordó la relación entre corrup-
ción y trata de personas y, en los 
últimos años, concentró su labor 
en el fenómeno de la corrupción 
sexual o sextorsión. 

Actualmente está integrado por 
la Procuraduría de Investigacio-
nes Administrativas, la Oficina 
Anticorrupción de la Nación, la 
Fiscalía de Investigaciones Admi-
nistrativas de La Pampa, la Ofici-
na Anticorrupción de Chubut, las 
Oficinas de Integridad Pública de 
los poderes Ejecutivo y Judicial de 
la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la Dirección de Sumarios 
de la Fiscalía de Estado de Córdo-
ba, la Secretaría de Integridad Pú-
blica de San Luis, el Honorable 
Tribunal Disciplinario de Santa 
Cruz y la Dirección de Investiga-
ciones, Ética Pública y Transpa-
rencia de Rosario. 

El trabajo contó además con la 
colaboración de la Fundación Po-
der Ciudadano y la Unión Argenti-
na de Proveedores del Estado. 

El foro permanente de 
las áreas elaboró un  
documento con  
herramientas para  
identificar, investigar  
e intervenir

Fiscalías de Investigaciones Administrativas  
y Oficinas Anticorrupción emitieron  
recomendaciones para casos de corrupción sexual

M
uchas veces a nivel empresa-
rial se entiende la propiedad 
intelectual como medio para 

proteger una tecnología con el fin de 
utilizarla exclusivamente y obtener así 
una ventaja frente a los competidores. 
Sin embargo, la economía del conoci-
miento demuestra que, en determina-
das circunstancias, compartir una inno-
vación puede resultar mucho más ren-
table que reservarla. 

Un ejemplo reciente lo ofrece re-
cientemente la empresa Chevron. La 
compañía anunció que licenciará a 
terceros una tecnología química des-
arrollada para incrementar la recu-
peración de petróleo en yacimientos 
no convencionales.  

Según informó la empresa, los 
nuevos compuestos permitieron au-
mentar hasta 20% la producción du-
rante el primer año de operación de 
nuevos pozos y reducir la declinación 
productiva de otros ya existentes. La 
comercialización de esta tecnología 
estará a cargo de la firma ZL Chemi-
cals, que la ofrecerá a otros produc-
tores del sector. 

A primera vista, la decisión parece 
contradictoria. ¿Por qué una empresa 
compartiría una innovación que le 
otorga una ventaja competitiva? 

 
Competir no siempre  
significa excluir 
La respuesta nos invita a cambiar la 
manera de entender los activos intan-
gibles empresariales. Si bien en gene-
ral entendemos que proteger una inno-
vación significa impedir que otros la 
utilicen, la propiedad intelectual ofrece 
una alternativa mucho más sofisticada: 
permitir ese uso, pero bajo determina-
das condiciones jurídicas y económicas. 

Allí aparece la licencia; a diferencia 
de una venta o una cesión definitiva, el 
contrato de licencia permite que el ti-
tular conserve la propiedad sobre la 
tecnología y autorice a terceros a utili-
zarla dentro de los límites pactados.  

Ello posibilita percibir regalías, es-
tablecer restricciones de uso, fijar es-
tándares de calidad, delimitar territo-
rios de explotación y regular obliga-
ciones de confidencialidad o asisten-
cia técnica. 

En otras palabras, la empresa conti-

núa siendo dueña del activo transfor-
mando ese conocimiento en una nueva 
fuente de ingresos. 

En el caso de Chevron, además, la 
estrategia presenta un incentivo adicio-
nal, ya que la compañía mantiene inte-
reses económicos en determinados po-
zos operados por terceros, de modo 
que una mayor producción derivada de 
la utilización de esta tecnología tam-
bién puede traducirse en mayores in-
gresos para la propia empresa. 

 
¿Patente, secreto empresarial  
o know how? 
El caso también permite advertir una 
cuestión central: no toda innovación se 
protege de la misma manera. 

Algunos desarrollos tecnológicos 
pueden protegerse mediante patentes 
de invención, que otorgan un derecho 
exclusivo por un plazo determinado a 
cambio de revelar públicamente la so-
lución técnica. Otros, en cambio, pue-
den resguardarse como secretos em-
presariales o know how, especialmente 
cuando su valor reside en información 
técnica, fórmulas, procesos o métodos 
que la empresa prefiere mantener re-
servados. 

En muchos casos, la estrategia más 
eficiente no consiste en elegir una sola 
vía sino en combinar distintas herra-
mientas: patentes o modelos de utili-
dad para las soluciones técnicas nove-
dosas o innovadoras, confidencialidad 
contractual para información sensible 
y licencias cuidadosamente redactadas 
para permitir la explotación por terce-
ros sin perder el control del activo. 

 
Algunas conclusiones  
para el mundo empresarial  
La noticia de Chevron deja algunas ide-
as que trascienden la industria energé-
tica. En una economía en la cual el co-
nocimiento ocupa un lugar cada vez 
más relevante, las ventajas competiti-
vas no siempre provienen de mantener 
una innovación bajo llave. 

En ocasiones, el verdadero valor re-
side en estructurar adecuadamente los 
derechos sobre ese activo para que 
pueda ser utilizado por otros sin perder 
su control. 

En este sentido, tal vez las empresas 
más competitivas no sean necesaria-
mente las que más innovan aislada-
mente sino aquellas que logran trans-
formar sus innovaciones en oportuni-
dades de negocio sostenibles. 

El caso Chevron: cuando la propiedad 
intelectual deja de ser una barrera  
y se convierte en un negocio
u Juan Franco Pereyra 

Magíster en derecho empresarial -  
Estudio Sala Mercado 

DERECHO EMPRESARIAL 
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La Oficina de Litigio Oral Estraté-
gico del Área de Investigación y 
Litigio de Casos Complejos de la 
Unidad Fiscal Rosario, a cargo del 
fiscal general Federico Reynares 
Solari, formalizó una nueva im-
putación contra el juez federal 
Gastón Salmain, quien afronta un 
proceso disciplinario ante el Con-
sejo de la Magistratura de la Na-
ción, por los delitos de cohecho 
pasivo agravado, prevaricato e in-
cumplimiento de los deberes de 
funcionario público, en carácter 
de autor y en concurso real. 

La fiscalía le atribuyó haber so-
licitado 100 mil dólares a cambio 
de favorecer al ex director de la ex 
AFIP -actual Agencia de Recauda-
ción y Control Aduanero (ARCA)- 
Santa Fe, Carlos Vaudagna, en las 
causas penales que se seguían en 
su contra por presuntos hechos 
de corrupción. 

De acuerdo con la teoría del ca-
so del Ministerio Público Fiscal, 
Salmain también dictó resolucio-
nes contrarias a derecho para 
atraer esos expedientes a su juz-
gado, pese a mantener con el ex-
funcionario un vínculo personal 
previo que omitió informar. 

Los hechos habrían ocurrido 

entre septiembre y noviembre de 
2024, cuando Salmain se encon-
traba a cargo del Juzgado Federal 
N°1 de Rosario. El magistrado ya 
fue imputado en otra investiga-
ción por la presunta manipula-
ción de un expediente judicial pa-
ra favorecer a un fideicomiso me-
diante la transferencia de 10 mi-
llones de dólares a cuentas del ex-
terior, entre septiembre de 2023 y 
abril de 2024.  

Además, en diciembre de 2025, 
fue imputado por los delitos de 
abuso de autoridad e incumpli-
miento de los deberes de funcio-
nario público, por haber utilizado 
su investidura y librado distintas 
órdenes para conocer el estado 
de la investigación en la que se 
encontraba acusado. 

Según la hipótesis de la fisca-
lía, Salmain le habría ofrecido a 
Vaudagna, mediante la interme-
diación de un abogado identifi-
cado con las iniciales D. F., la 
posibilidad de influir en el trá-
mite de las causas abiertas en su 
contra por los delitos de viola-
ción de secretos, abuso de auto-
ridad, incumplimiento de los de-
beres de funcionario público y 
asociación ilícita.  

A cambio de 100 mil dólares, le 
habría asegurado que los expe-
dientes serían radicados en su 
juzgado y resueltos de forma fa-
vorable. 

Según planteó, el pago de los 
100 mil dólares no llegó a concre-
tarse. Sin embargo, sostuvo que 
Salmain dictó diversas resolucio-
nes destinadas a procurar que los 
expedientes que involucraban a 
Vaudagna fueran remitidos a su 
juzgado. La maniobra no se ha-
bría concretado debido a las re-
cusaciones promovidas por dis-
tintos fiscales.

L
a Sala Civil y Comercial del 
Tribunal Superior de Justicia 
(TSJ) de Córdoba declaró mal 

concedido el recurso de casación 
interpuesto por la Defensora Pú-
blica del Quinto Turno contra la 
resolución que le había asignado, 
con carácter provisorio y excep-
cional, la función de representan-
te especial de una mujer someti-
da a un proceso de limitación de 
capacidad. Sin perjuicio de consi-
derar inadmisible la vía extraordi-
naria por falta de definitividad, el 
Alto Cuerpo advirtió la gravedad 
de la situación y ordenó notificar 
a distintos estamentos públicos 
para que articulen medidas desti-
nadas a asegurar un mecanismo 
claro y eficiente frente a casos se-
mejantes.  

El tribunal, integrado por Do-
mingo Sesin, Jésica Valentini y 
María Marta Cáceres, señaló que 
la resolución recurrida no poseía 
la naturaleza ni la eficacia exigi-
das para habilitar la instancia ex-
traordinaria.  

La cámara había confirmado la 
solución adoptada por el juez an-

te la comprobada dificultad para 
encontrar una persona que asu-
miera la función de apoyo de M. 
Y. A., quien se encontraba en un 
estado de profunda vulnerabili-
dad, carecía de una red familiar o 
afectiva y enfrentaba el agota-
miento de la lista de profesiona-
les confeccionada por el Colegio 
de Abogados de Córdoba.  

El juez había dispuesto que la 
Defensoría Pública correspon-
diente por turno asumiera el car-
go de representante especial pre-
visto en el artículo 100 del CPCC. 
La medida fue expresamente cali-
ficada como excepcional, provi-
soria y fundada en la necesidad y 
urgencia, manteniéndose hasta 
que pudiera encontrarse otro in-
tegrante de la sociedad civil en 
condiciones de desempeñar la 
función.  

La alzada ratificó ese criterio y 
sostuvo que no podía dejarse va-
cante el cargo mientras se busca-
ba una persona idónea. Aclaró 
que la intervención de la Defen-
soría Pública subsistiría hasta que 
aceptara definitivamente la fun-

ción un abogado de la lista del 
Colegio de Abogados de Córdoba, 
un familiar o un referente afecti-
vo de la persona con capacidad 
restringida.  

 
Competencias 
Frente a ello, la Defensora Públi-
ca planteó la casación alegando, 
entre otras cuestiones, que la 
decisión vulneraba las compe-
tencias legal y constitucional-
mente atribuidas al Ministerio 
Público de la Defensa y que esa 
afectación configuraba un gra-
vamen irreparable. 

El TSJ descartó esa posición. 
Remarcó que la casación exige 
que la resolución impugnada sea 
definitiva o produzca un perjuicio 
de imposible reparación ulterior 
y concluyó que la decisión cues-
tionada tenía naturaleza estricta-
mente temporal y no resolvía de 
manera irreversible los intereses 
sustanciales involucrados. 

La propia recurrente, indicó, 
reconocía la provisoriedad de la 
medida.  

Asimismo, el fallo sostuvo que 

la invocación de una supuesta 
afectación de las competencias 
del Ministerio Público de la De-
fensa no satisfacía los requisitos 
de certeza e irreparabilidad nece-
sarios para habilitar la casación, 
especialmente al confrontarla 
con la extrema vulnerabilidad 
acreditada y con la finalidad ur-
gente de protección perseguida. 
En ese marco, destacó la jerar-
quía constitucional de la Conven-
ción sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, reco-
nocida por la Ley 27044.  

No obstante, los supremos 
consideraron imperioso advertir 
la gravedad del escenario revela-
do por el expediente. Señalaron 
que la ausencia de una red fami-
liar o afectiva y las dificultades 
para conseguir profesionales 
dispuestos a ejercer el apoyo ex-
hibían un escenario jurídico con 
soluciones insuficientes, cuya 
superación requería diseño ins-
titucional, recursos materiales y 
coordinación.  

Entre las cuestiones a abordar 
se mencionó la necesidad de con-
tar con listas suficientemente 
amplias y mecanismos ágiles de 
renovación, controlar las razones 
invocadas por profesionales para 
no aceptar o renunciar a esos car-
gos, implementar políticas públi-
cas de acompañamiento para 
personas en situación de hiper-
vulnerabilidad y actualizar el art. 
100 del CPCC.  

Por ello, además de declarar 
mal concedido el recurso, el TSJ 
ordenó notificar al Poder Judicial, 
Ministerio Público de la Defensa, 
Colegio de Abogados, Poder Eje-
cutivo y Poder Legislativo para 
que establezcan canales de diálo-
go institucional y adopten las me-
didas necesarias para garantizar 
un mecanismo claro y eficiente 
de abordaje, conforme al marco 
legal, constitucional y convencio-
nal aplicable. 

La intervención provisoria de la Defensoría se mantuvo por la extrema vulnerabilidad 
de la persona con capacidad restringida. Además, se advirtió que el sistema vigente 
ofrece soluciones insuficientes para casos sin redes familiares o afectivas

Defensora pública debe asumir 
rol de apoyo de una incapaz  
ante falta de personas cercanas

El juez federal rosarino Salmain  
sumó una imputación por corrupción

Autos “A. M. Y. – Demanda de Limitación a 
la Capacidad”
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L
a Sala 5ª de la Cámara del 
Trabajo de Córdoba, median-
te tribunal unipersonal a car-

go del vocal Julián Nicolás Daghe-
ro, rechazó la demanda promovi-
da por la conviviente del trabaja-
dor fallecido contra Galeno ART 
SA, al considerar que no se acredi-
tó que el deceso hubiera ocurrido 
por el hecho o en ocasión del tra-
bajo, y acogió parcialmente la ac-
ción contra Minera Pétrea SRL y E. 
F. D., condenándolas, entre otros 
rubros, al pago de la indemniza-
ción por muerte prevista en el art. 
248 LCT. También admitió habe-
res adeudados, SAC y vacaciones 
proporcionales y la indemniza-
ción del art. 80 LCT.  

El tribunal tuvo por acreditada 
la existencia de una relación labo-
ral entre M. R. H. y Minera Pétrea 
SRL, pese a que la empresa había 
negado el vínculo. Consideró de-
terminante que la propia emplea-
dora reconociera la realización de 
tareas de mantenimiento y repa-
ración, circunstancia suficiente 
para activar la presunción del art. 
23 LCT. La empresa no produjo 
prueba eficaz para demostrar que 
el causante hubiera actuado co-
mo trabajador autónomo, mien-
tras que testimonios, conversa-
ciones de WhatsApp y un permiso 
de circulación que lo identificaba 
como empleado reforzaron la 
existencia de dependencia.  

Sin embargo, el juez descartó 
que M. R. H. hubiera cumplido 
funciones de sereno o vigilancia. 
El acta policial identificaba a A. D. 

T. como encargado de esa tarea y 
como quien encontró fallecido al 
trabajador cuando se aprestaba a 
iniciar sus propias funciones. Por 
ello, se tuvo por probado que el 
causante se desempeñaba como 
soldador, con ingreso el 21 de 
enero de 2020 y jornada legal de 
ocho horas.  

Respecto de la indemnización 
del art. 248 LCT, el magistrado se-
ñaló que los causahabientes tie-
nen derecho a percibirla median-
te la sola acreditación del vínculo. 
La sumaria información demos-
tró que la actora había convivido 
con M. R. H. durante 22 años y 
que tuvieron tres hijos, todos ma-
yores de edad, por lo cual quedó 
habilitada como única titular de 
la legitimación sustancial. En ra-
zón de su condición de convi-
viente, correspondía admitir la 
indemnización por muerte con-
tra la empleadora.  

 
Distinta 
Distinta fue la solución frente a 
Galeno ART SA. El fallecimiento 
se produjo alrededor de las 18 del 
14 de mayo de 2020, cuando el 
trabajador ya había concluido su 

jornada y se encontraba en la vi-
vienda que ocupaba dentro del 
predio empresarial. Para el vocal, 
la sola presencia en un inmueble 
situado en el establecimiento no 
configura la “ocasionalidad” exi-
gida por el art. 6 LRT, pues no se 
demostró que estuviera trabajan-
do, cumpliendo tareas concretas 
o sujeto a un deber de disponibi-
lidad funcional.  

El magistrado distinguió el su-
puesto de precedentes del Tribu-
nal Superior de Justicia (TSJ) de 
Córdoba, entre ellos “Latzke”, 
donde se había acreditado que la 
modalidad contractual obligaba 
al dependiente a permanecer dis-
ponible. Aquí, en cambio, no 
existió prueba de disponibilidad 
permanente ni de una obligación 
de permanecer alerta o a disposi-
ción de la empleadora. Admitir la 
cobertura únicamente porque la 
muerte ocurrió dentro del predio 
implicaría convertir la ocasión la-
boral en una presunción automá-
tica fundada en el lugar del hecho 
y eliminar la conexión funcional 
exigida por la ley.  

A ello se sumó la pericia médi-
ca, que atribuyó el fallecimiento 
a un infarto agudo de miocardio 
de causa natural, sin relación de-
mostrada con el trabajo, y señaló 
la existencia de patología cardio-
vascular preexistente. Tampoco 
hubo elementos objetivos que 
permitieran vincular las tareas 
de soldadura con un riesgo espe-
cífico capaz de provocar el dece-
so. Por ello, fue rechazada la 
prestación de la LRT contra Ga-
leno ART SA. Finalmente, la con-
dena contra Minera Pétrea SRL 
fue extendida solidariamente a 
E. F. D., socia gerente, por la falta 
total de registración del vínculo 
laboral, considerada una con-
ducción irregular contraria a los 
deberes legales. 

El fallo determinó que  
la conviviente del fallecido 
sí tendrá derecho a cobrar 
el resarcimiento previsto en 
la LCT, luego de acreditarse 
la relación laboral no  
registrada y su legitimación 
como derechohabiente.

Rechazan indemnización de la ART 
por muerte de trabajador que  
vivía en el predio de la empresa

Autos: “H., M. M. c/ Galeno ART SA y otros 
- Ordinario - Otros (Laboral)”
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SOLDADOR. La Justicia acreditó que el trabajador realizaba tareas de soldadura 

para la empresa, pese a que el vínculo no estaba registrado.

N
o es la primera ni la última vez 
que vamos a tratar en esta co-
lumna sobre la importancia de la 

tecnología y su uso correcto. Esta vez nos 
toca meternos con algo que puede sonar 
a contradicción: usar la inteligencia artifi-
cial (IA) para separar las noticias falsas 
de las verdaderas. 

Resulta toda una paradoja ya que todos 
los días leemos cómo se usa (y se la acusa) 
a la IA para distorsionar la realidad y, sin 
embargo, ahora resulta que también se es-
tá trabajando para transformarla en nues-
tra mejor aliada para cazar las fake news. 

Sucede que, lamentablemente, IA fue 
convertida en una fábrica de desinforma-
ción, ganando tantos enemigos como fa-
náticos. En este clima de desconfianza to-
tal, suena irónico que la comunidad cientí-
fica recurra a la misma tecnología cuestio-
nada para defender la verdad. Pero dice el 
refrán: para combatir al enemigo, muchas 
veces hay que usar sus mismas armas. 

Ya se están desarrollando estrategias 
para emplearla con ese fin. Para ello, el 
primer desafío a enfrentar es entender qué 
es realmente la IA. En este sentido, los ex-
pertos han asumido que los modelos de 
lenguaje detrás de los chatbots de hoy no 
son detectores de mentiras, sino máquinas 
de imitación hiperavanzadas, que tienen 
una limitación fundamental: no distinguen 
el bien del mal. 

Por otro lado, señalan como otra de sus 
debilidades el hecho de que, cuando la in-
formación se vuelve confusa o faltan datos 
claros, estos sistemas empiezan a "aluci-
nar", inventando respuestas falsas con una 
seguridad que asusta. Esto lo corrobora la 
evidencia empírica: al verificar datos com-
plejos, el desempeño de estas plataformas 
cae notablemente frente al de los expertos 
humanos. Ahí es donde queda claro que la 
máquina sigue necesitando el ojo humano. 

Pareciera que ambos factores operan 
como una limitación insalvable de la IA 
para asegurar la veracidad de la informa-
ción que comunica. 

Sin embargo, la historia no termina ahí, 
ya que las máquinas pueden ir un paso 
más allá y ser útiles para detectar menti-
ras. Para ello es necesario dejar de exigirle 
a la IA que decida qué es verdad y enseñar-
le a analizar cómo se construye una menti-
ra. Cuando esto pasa, el tablero cambia 
por completo. 

Efectivamente, proyectos internaciona-
les como el consorcio europeo AI4Trust ya 
entrenaron modelos para identificar los 
patrones narrativos recurrentes de la des-
información. En vez de buscar un dato 
puntual, el algoritmo rastrea la estructura 
típica de una conspiración, como el miedo 
o los grupos secretos. Esto permite mapear 
en tiempo real cómo nacen y se viralizan 
las mentiras en las redes, dándole a los 
usuarios una ventaja clave para frenarlas 
antes de que se vuelvan incontrolables. 

El empleo va más allá de la simple de-
tección, ya que también sirve para conven-
cer a la gente sobre la falsedad de la co-
municación. Un estudio publicado por la 
revista Science (Costello, Pennycook y 
Rand, septiembre 2024) reveló algo impac-

tante: personas muy convencidas de teorí-
as conspirativas -como el fraude electoral 
o que el hombre no llegó a la Luna- baja-
ron 20% su nivel de creencia después de 
debatir con un chatbot. ¿Cuál es el secreto? 
Algo que no deja de llamarnos irónica-
mente la atención: a diferencia de un fami-
liar o un terapeuta, el algoritmo tiene ma-
yor eficacia por tener una paciencia infinita 
y una frialdad a prueba de balas. No se 
cansa, no se enoja y desarma cada falacia 
con lógica pura y datos duros. 

Cabe aclarar que, en junio, la propia re-
vista Science emitió una expresión de preo-
cupación sobre este paper por inconsisten-
cias detectadas en la base de datos origi-
nal; los autores reanalizaron la informa-
ción y sostienen que los resultados se 
mantienen. Como puede verse, hasta la in-
vestigación sobre el tema puede ser objeto 
de distintas miradas y relativizaciones. 

Hay otra dimensión sobre la informa-
ción falsa que conviene no perder de vista: 
la de la guerra cognitiva. Ya no hablamos 
solo de convencer a un usuario aislado de 
que la Tierra no es plana sino de un terre-
no de disputa en el que Estados, actores no 
estatales y hasta corporaciones buscan 
moldear percepciones colectivas, sembrar 
dudas y erosionar la confianza en las insti-
tuciones. La palabra "guerra" no es una 
metáfora gastada: distintas doctrinas mili-
tares -entre ellas la de la OTAN- ya incor-
poran el dominio cognitivo como un cam-
po de batalla más, al lado del terrestre, el 
naval, el aéreo, el espacial y el cibernético. 
En ese escenario, la inteligencia artificial 
no es un actor neutral: es, al mismo tiem-
po, el arma que masifica la manipulación 
narrativa a escala industrial y la herra-
mienta que, bien entrenada, puede rastre-
arla a la misma velocidad en que se des-
pliega. La paradoja de la que hablamos, 
entonces, no es solo tecnológica. Es tam-
bién geopolítica. 

En cualquier caso, es claro que la desin-
formación digital ya demostró que puede 
dar vuelta elecciones y quebrar democra-
cias. En esta batalla por el relato, la inteli-
gencia artificial juega a dos puntas: es la 
enfermedad y, al mismo tiempo, el reme-
dio. Su éxito va a depender, como siempre 
decimos acá, del uso que le demos nos-
otros. Si aprendemos a controlar sus lími-
tes, la razón humana va a ganar un ayu-
dante de lujo. Una IA que, por fin, cumpla 
con su verdadero objetivo: ayudarnos a re-
solver problemas y no a crearlos. La he-
rramienta está lista; la madurez para usar-
la a favor de la verdad sigue siendo, exclu-
sivamente, nuestra responsabilidad. 

La paradoja de usar la inteligencia 
artificial contra las noticias falsas

u Por Luis Carranza Torres  
Abogado. Doctor en ciencias jurídicas

DERECHO DE EMPRESAS

u Por Carlos Krauth 
Abogado. Doctor en derecho y ciencias sociales 
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Alertan sobre la ausencia de un tipo penal autónomo 
que reprima el tráfico ilícito de armas de fuego 
La Unidad Fiscal Especializada en la Investigación de Ilícitos relacionados con Armas de Fuego, Explosivos y 
demás Materiales Controlados informó sobre las colaboraciones e investigaciones preliminares durante 2025 

i
a Unidad Fiscal Especializa-
da en la Investigación de Ilí-
citos relacionados con Ar-

mas de Fuego, Explosivos y de-
más Materiales Controlados 
(Ufiarm) presentó su “Informe 
estadístico de colaboraciones e 
investigaciones preliminares” co-
rrespondiente al tercer cuatri-
mestre de 2025 y que incluye un 
análisis de lo que se realizó el año 
pasado. 

El documento consignó que 
durante 2025 se registraron 152 
colaboraciones y se iniciaron 159 
investigaciones preliminares. 

La Ufiarm -que tiene compe-
tencia en todo el país- hizo foco 
en que la ausencia de un tipo pe-
nal autónomo que reprima el trá-
fico ilícito de armas de fuego, en 
sus modalidades nacional e inter-
nacional, y afirmó que es “la prin-
cipal deuda del ordenamiento ar-
gentino en la materia”. 

Explicó que Argentina ratificó 
tanto el Protocolo contra la Fabri-
cación y el Tráfico Ilícitos de Ar-
mas de Fuego, cuyo artículo 5 
obliga a tipificar como delito el 
tráfico ilícito, como la Conven-
ción Interamericana contra la Fa-
bricación y el Tráfico Ilícitos de 
Armas de Fuego, Municiones, Ex-
plosivos y Otros Materiales Rela-
cionados (Cifta), cuyo artículo IV 
impone idéntica obligación.  

La unidad indicó que, no obs-
tante, el Código Penal aún aborda 
el fenómeno de manera fragmen-
taria, mediante las figuras de te-
nencia, portación, acopio, provi-
sión y fabricación previstas en el 

artículo 189 bis y el contrabando 
del Código Aduanero, sin una fi-
gura que capte específicamente 
la maniobra de tráfico.  

“Los datos relevados durante 
2025 permiten dimensionar el 
costo de esa omisión. Varias de 
las maniobras identificadas en 
las investigaciones de la unidad, 
como la venta o entrega ilegal de 
material, la interposición de tes-
taferros, la supresión o adultera-
ción de marcajes y la comerciali-
zación ilegal, presentan caracte-
rísticas propias del tráfico ilícito 
de armas de fuego. Ante la falta 

de un tipo que las abarque, esas 
conductas deben reconducirse a 
figuras conexas, por lo general de 
menor escala penal, o quedan 
subsumidas en el delito principal 
bajo investigación”, señaló en el 
relevamiento. 

“La incorporación de una figu-
ra de tráfico ilícito de armas de 
fuego, en línea con los compro-
misos convencionales asumidos, 
permitiría perseguir la maniobra 
en su real dimensión y no solo 
sus manifestaciones periféricas. 
Sin perjuicio de ello, y dentro del 
ámbito de sus competencias, la 
unidad reafirma que los altos ni-
veles de irregularidad registral re-
levados durante el año refuerzan 
la necesidad de profundizar las 
tareas de rastreo orientadas a es-
tablecer el origen y el punto de 
desvío de las armas involucradas 
en hechos delictivos, cualquiera 
sea el delito principal bajo inves-
tigación”, agregó. 

Por otra parte, sostuvo que del 
análisis surgió, con alto grado de 
probabilidad, que el desvío de ar-
mas de origen legal constituye una 
de las principales fuentes de abas-
tecimiento del mercado ilícito. 

“Dentro del material que la 
unidad logra identificar y trazar, 
el principal punto de fuga no es el 
arma nunca registrada ni la in-
gresada por contrabando, sino la 
degradación de tenencias legales 
que se tornan irregulares. Esa de-
gradación no es un fenómeno ad-
ministrativo menor ni un punto 
de llegada. Es una de las puertas 
de entrada del tráfico ilícito de ar-
mas de fuego, nacional e interna-
cional, aun cuando esa figura no 
se encuentre tipificada de mane-
ra autónoma en nuestro ordena-
miento. El arma que se desvía del 
circuito legal alimenta ese tráfico, 
de modo que el control adminis-

trativo y la persecución del tráfi-
co no son problemas distintos, si-
no dos tramos de una misma ca-
dena”, puntualizó. 

  
Nuevos datos 
En su informe, la Ufiarm detalló 
que comenzó a registrar nuevos 
datos con fines estadísticos res-
pecto de las investigaciones pre-
liminares, con el objetivo de con-
tar con mejores elementos de 
análisis sobre el fenómeno del 
tráfico ilícito de armas de fuego, 
en los términos del Protocolo de 
Armas de Fuego y la Cifta. 

En ese sentido, precisó que se 
diseñaron varios índices de cál-
culo anual con el objetivo de sin-
tetizar algunos de los aspectos 
más relevantes del fenómeno del 
tráfico de armas de fuego en el 
país, a través del entrecruza-
miento de alguno de los indica-
dores vinculados a su trabajo. 

Citó el Índice de Personas no 
Habilitadas, que combina los 
datos de colaboraciones e inves-
tigaciones preliminares y que 
dio como resultado que 86% de 
las 450 personas evaluadas du-
rante el año no estaba habilitada 
para la tenencia legal, sea por no 
estar inscripta ante el Renar o 
por tener su condición registral 
vencida.  

También explicó que el Índice 
de Tenencias Irregulares mide la 
proporción de armas registradas 
que se encontraban bajo una te-
nencia no vigente. Durante 2025, 
fue de 69,1%, lo que representa 
199 armas no vigentes sobre un 
total de 288 armas registradas, lo 
que engloba colaboraciones e in-
vestigaciones preliminares. 

Según la Ufiarm, el Índice de 
Riesgo de Desvío, aplicable úni-
camente sobre las investigacio-
nes preliminares, identificó que 

el 83,4% de las 199 armas registra-
das en ese universo estaban en al-
guna situación compatible con 
un posible desvío del mercado le-
gal al ilegal. 

Por otra parte, detalló que el 
Índice de Trazabilidad, construi-
do sobre la base de las colabora-
ciones prestadas, permitió iden-
tificar un posible punto de desvío 
en 38,5% de las armas de fuego 
analizadas bajo este criterio (89 
sobre un universo de 231). Este 
indicador permite establecer el 
porcentaje de casos donde es po-
sible analizar la trazabilidad del 
material, a través de las tareas de 
rastreo. 

Finalmente, puntualizó que del 
Índice de Incidencia Federal, que 
engloba las colaboraciones e in-
vestigaciones preliminares, sur-
gió que el 39,8% de las actuacio-
nes de la Unidad tuvo incidencia 
en el fuero federal. 

En el documento se indicó que, 
mientras que en 2024 Santa Fe 
concentró el 46,3% de las colabo-
raciones, seguida por la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires 
(32,1%) y la Provincia de Buenos 
Aires (12,7%), en 2025 esa propor-
ción se modificó y Buenos Aires 
pasó a representar 37,5%; CABA, 
28,3%, y Santa Fe, 17,1%. 

Además, determinó que el fue-
ro federal pasó a representar 
44,7% de los pedidos -la mayoría 
por primera vez en la serie- con-
tra 43,4% del fuero ordinario. El 
restante 11,8% correspondió a 
dependencias especializadas de 
la Procuración General de la Na-
ción (9,2%) y a autoridades del ex-
terior (2,6%). 

En relación con los delitos in-
vestigados en el marco de las co-
laboraciones, reportó una mejora 
considerable en la calidad de la 
información recibida: mientras 
que, dos años atrás, 38,3% de los 
requerimientos no especificaba 
el tipo penal involucrado, en 
2025 ese porcentaje se redujo a 
2,6%, lo que permitió “una lectu-
ra mucho más precisa del catálo-
go delictivo”. 

Dentro de este conjunto, resal-
tó la incidencia de los delitos pre-
vistos en la Ley Nº 23737 de Estu-
pefacientes, que representó 
20,3%, lo que, según razonó, reve-
ló la “intrínseca conexión” entre 
los delitos vinculados al narcotrá-
fico y los vinculados al tráfico ilí-
cito de armas de fuego.  

  
Violencia de género 
En el informe se realizó un en-
trecruzamiento de los casos 
identificados en contextos de 
violencia de género con la situa-
ción registral de las personas y 
armas de fuego involucradas. En 
cuanto a las personas, ocho re-
sultaron no estar inscriptas y 
ocho sí, de las cuales siete conta-
ban con el carnet de legítimo 
usuario no vigente.  

“Estos datos permiten dimen-
sionar la utilidad de la suspen-
sión precautoria de la condición 
de legítimo usuario ante una de-
nuncia por violencia de género, 
en los términos de la ley 26485 y 
de las facultades del organismo 
de control”, postuló la unidad es-
pecializada. 

GENTILEZA
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E
l gobierno de Javier Milei mo-
dificó el esquema financiero 
de la privatización de Belgra-

no Cargas y Logística SA mediante 
el decreto 718/2026, publicado es-
te lunes en el Boletín Oficial. La 
norma cambia el destino de los re-
cursos que se obtengan por la ven-
ta del material rodante y busca 
acelerar las obras que deberán eje-
cutar los futuros concesionarios. 

Según el decreto, firmado por el 
Presidente y el ministro de Econo-
mía Luis Caputo, el producido del 
remate público de locomotoras y 
vagones, así como el de aquellos 
trenes que se incluyan en los con-
tratos de concesión de vías, se des-
tinará a un fideicomiso que deter-
minará el Ministerio de Economía. 
Ese fondo tendrá un único destino: 
financiar y pagar las obras a cargo 
de los concesionarios ferroviarios. 
La medida modifica el decreto 
282/2026, que había orientado 
esos recursos hacia un fideicomiso 
de objeto más amplio (el creado 
por el decreto 976/01). 

El Ejecutivo argumentó que el 

esquema anterior generaba demo-
ras porque los fondos se mezcla-
ban con otras fuentes y beneficia-
rios. Un fideicomiso de destino ex-
clusivo, sostiene el Gobierno, per-
mitirá una administración más efi-
ciente y desembolsos más ágiles, 
facilitando el cumplimiento de las 
inversiones obligatorias previstas 
en los contratos. 

 
El modelo de privatización 
Belgrano Cargas fue declarada 
sujeta a privatización por la deno-
minada “ley Bases”. El proceso, 
autorizado por el decreto 
67/2025, prevé una desintegra-
ción vertical: el material rodante 
se venderá por remate público; 
las vías e inmuebles aledaños se 
entregarán en concesión de obra 
pública; y los talleres se concesio-
narán por separado.  

La empresa opera tres líneas 
(Belgrano, San Martín y Urquiza) 
que atraviesan una quincena de 
provincias y concentran una par-
te relevante del transporte de car-
gas del país, especialmente gra-
nos, minerales y productos in-
dustriales. 

El Ministerio de Economía que-
dó facultado para fijar el precio de 
venta del material rodante inclui-
do en las concesiones, tomando 
como piso la tasación del Tribunal 
de Tasaciones de la Nación. Parte 
del parque ferroviario podrá que-

dar dentro de los contratos de vías; 
el resto se rematará. 

 
Interés del sector privado y plazos 
El proceso genera fuerte interés. 
Un consorcio agroindustrial inte-
grado por Bunge, Cargill, ACA, 
AGD y Louis Dreyfus aparece co-
mo uno de los principales candi-
datos. También se menciona al 
Grupo México Transportes, que 
habría señalado disposición a in-
vertir hasta US$3.000 millones, y a 
empresas mineras y de infraes-
tructura locales como el Grupo 
Roggio. El Gobierno habilitó el uso 
del Régimen de Incentivos para 
Grandes Inversiones (RIGI) para 
las obras de infraestructura, lo que 
sumó atractivo pero también com-
plejidad administrativa. 

Fuentes del sector estiman que 
los pliegos podrían publicarse en 
las próximas semanas y que la ad-

judicación se concretaría hacia 
abril o mayo de 2027. El esquema 
contempla tres licitaciones (una 
por cada ramal), divididas a su vez 
en vías, talleres y material rodante, 
con posibilidad de que un mismo 
operador se quede con más de un 
segmento. 

 
Análisis y perspectivas 
El cambio de destino de los fondos 
refuerza la lógica de que la privati-
zación no sólo transfiera activos si-
no que genere recursos para mo-
dernizar la red.  

Belgrano Cargas opera al lími-
te de su capacidad: necesita in-
versiones relevantes en vías, se-
ñalización y material rodante 
para aumentar volúmenes y me-
jorar la competitividad del 
transporte de cargas, clave para 
el agro y la minería. 

El fideicomiso específico reduce 

el riesgo de que los recursos se di-
luyan en otras prioridades del Es-
tado y da mayor predictibilidad a 
los futuros operadores. Al mismo 
tiempo, el modelo de desintegra-
ción vertical y open access busca 
atraer capitales especializados y 
evitar la concentración excesiva. 

Quedan cuestiones por resolver: 
la valuación del material rodante, 
la resolución de prendas existentes 
(como las vinculadas a financia-
miento chino), la definición preci-
sa de las obras obligatorias y la ca-
pacidad del Estado de administrar 
el proceso sin demoras.  

Si el esquema se ejecuta con 
transparencia y plazos claros, la 
privatización de Belgrano Cargas 
puede convertirse en uno de los hi-
tos más relevantes de la agenda de 
desestatización, con impacto di-
recto en la logística exportadora 
argentina. 

Belgrano Cargas:  
el Gobierno avanza 
con la privatización

La industria del vino enfrenta una 
de las transformaciones regulato-
rias más profundas de las últimas 
décadas.  

El Gobierno impulsó un ante-
proyecto que modifica la Ley Ge-
neral Nº 14878 de Vinos y deroga 
la norma que creó la Corporación 
Vitivinícola Argentina (Coviar).  

El texto, elaborado en el marco 
de la agenda de desregulación, al-
tera la definición legal del produc-
to, reduce los controles del Institu-
to Nacional de Vitivinicultura 
(INV), elimina la obligación de 
fraccionar en origen y habilita nue-
vas prácticas enológicas y mezclas. 

El debate ya está instalado. 
Mientras el oficialismo sostiene 
que se trata de modernizar una 
normativa pensada en los años 
cincuenta y de devolver libertad 
operativa a las bodegas, entida-
des del sector y gobiernos pro-
vinciales -especialmente Men-
doza- advierten que se pone en 
riesgo la trazabilidad, la identi-
dad y la competitividad del vino 
argentino. 

Los principales cambios 
Uno de los puntos más sensibles es 
la definición de “vino genuino”. La 
ley vigente exige que se obtenga 
por fermentación de uva fresca y 
madura o de mosto de uva fresca, 
elaborado en la misma zona de 
producción.  

El anteproyecto elimina la refe-
rencia a “uva fresca” en el mosto y 
suprime la exigencia de elaborar 
en la zona de origen. Según críti-
cos, esto abriría la puerta a elabo-
raciones a partir de mostos conser-
vados o concentrados durante to-
do el año, alterando la dinámica de 
la vendimia y los precios que reci-
ben los productores. 

También se modifica el régimen 
de prácticas enológicas. Se toma 
como base lo reconocido por la Or-
ganización Internacional de la Vi-
ña y el Vino (OIV) y se faculta al 
INV a autorizar prácticas adiciona-
les o condiciones más flexibles. 
Parte de las definiciones que hoy 
están en la ley pasarían a depender 
de resoluciones del organismo. 

Los controles del INV se concen-

tran en el producto final. El orga-
nismo dejaría de intervenir en eta-
pas intermedias del proceso y se 
apoyaría más en declaraciones ju-
radas de los establecimientos. El 
Certificado de Ingreso de Uva 
(CIU), herramienta central de tra-
zabilidad, quedaría eliminado o 
reducido a carácter optativo. Ade-
más, se deroga la obligación de 
fraccionar y envasar en origen -vi-
gente desde 1984-, se elimina la ca-
tegoría de vinos regionales y se ha-
bilita la mezcla de vinos importa-
dos con producción nacional. 

Otro eje central es la derogación 
de la ley 25849, que creó Coviar y le 
asignó la ejecución del Plan Estra-
tégico Vitivinícola. El Gobierno ya 
había intentado eliminar los apor-
tes obligatorios que financian a la 
entidad; una medida cautelar fre-
na ese camino y ahora se busca re-
solverlo por vía legislativa. 

 
Las posiciones en el sector 
Sergio Villanueva, de la Unión Viti-
vinícola Argentina, sintetiza la pre-
ocupación de parte de la industria: 

“No estamos discutiendo una sim-
ple desregulación. Lo que está en 
debate es la forma en que funciona 
la vitivinicultura argentina”. Des-
taca que la trazabilidad hasta el vi-
ñedo es una de las fortalezas cons-
truidas durante décadas y advierte 
que cambiar la definición de vino 
podría generar conflictos con 
acuerdos del Mercosur, especial-
mente con Brasil, mercado en cre-
cimiento. 

Luis Borsani, ex presidente del 
INV, alerta que eliminar la referen-
cia al mosto de uva fresca permiti-
ría elaborar todo el año con mos-
tos conservados, modificando 
stocks y precios al productor. En 
Mendoza, el ministro de Produc-
ción Rodolfo Vargas Arizu y refe-
rentes de Coviar calificaron la re-
forma de “nociva” y advirtieron so-
bre el impacto en pymes, empleo y 
valor agregado regional. 

Otras voces, como la de Marcos 

Jofré (CEO de Trivento), proponen 
analizar los cambios por separado. 
Consideran que hay medidas de 
flexibilidad operativa que no nece-
sariamente afectan identidad ni 
trazabilidad, y que el desafío es 
equilibrar la preservación del ca-
rácter del vino argentino con he-
rramientas para competir en un 
mercado global más exigente. 

 
Contexto y perspectivas 
La reforma se enmarca en un pro-
ceso más amplio de desregulación 
que ya incluyó la derogación de 
cientos de normas del INV y la re-
definición de su rol hacia el control 
del producto terminado. El sector 
llega a este debate con consumo 
interno en niveles históricamente 
bajos y una fuerte dependencia de 
las exportaciones. 

El proyecto todavía debe atrave-
sar el Congreso. Allí se enfrentarán 
visiones distintas: la de quienes 
priorizan la desburocratización y 
la libertad de los operadores, y la 
de quienes defienden un modelo 
basado en genuinidad, origen y 
controles a lo largo de la cadena. El 
resultado definirá no solo reglas 
técnicas, sino el perfil futuro de 
una de las economías regionales 
más emblemáticas del país. 

Decide un nuevo destino 
para los fondos de la  
privatización y apuesta a 
un fideicomiso específico 
para obras
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e
ablar de salud mental en el trabajo 
ya no resulta excepcional.  
Las conversaciones que antes 

quedaban fuera de las organizaciones, 
hoy aparecen en los equipos, entre cole-
gas y en las reuniones de trabajo. 

Aunque una mayor visibilidad permite 
reconocer situaciones que durante mu-
cho tiempo permanecieron ocultas, 
también plantea otra pregunta: qué ocu-
rre entre la aparición de las primeras se-
ñales de malestar y el momento en que 
una persona accede a un apoyo espe-
cializado. 

Un análisis elaborado por Zurich Insu-
rance Group en seis países -Australia, 
Chile, Alemania, Malasia, Emiratos Ára-
bes Unidos y Reino Unido- y presentado 
en el marco del Foro Económico Mun-
dial pone el foco precisamente en ese 
período.  

El documento, firmado por Alison 
Martin, directora Ejecutiva de Distribu-
ción de Vida, Salud y Banca de Zurich In-
surance Group, plantea que una parte 
importante del impacto de los proble-
mas de salud mental queda fuera de las 
mediciones centradas exclusivamente 
en diagnósticos, tratamientos y gasto 
sanitario. 

Según el análisis, los mayores costos 
provienen también de la disminución 
del bienestar, los cuidados no remune-
rados y una menor participación laboral. 

Se trata de pérdidas que no aparecen 
necesariamente como un aconteci-
miento puntual, sino que se acumulan 
de manera gradual. 

 
Impacto 
“Los problemas de salud mental rara vez 
se manifiestan con un único momento 
dramático”, señala el documento.  

Con mayor frecuencia, describe, su 
impacto se construye a través de días 
de menor concentración, semanas de 
rutinas interrumpidas y meses de aisla-

miento de colegas, amigos y de la vida 
cotidiana. 

Esa acumulación modifica progresi-
vamente la manera en que las personas 
participan de sus actividades.  

El problema, plantea la investigación, 
no se reduce entonces a la presencia o 
ausencia de un diagnóstico. También 
alcanza la capacidad de sostener el 
funcionamiento cotidiano y la calidad 
de vida. 

El análisis estima que, en promedio, 
una persona con una afección de salud 
mental pierde el equivalente a unos dos 
meses de vida saludable cada año, me-
dido en años de vida ajustados por dis-
capacidad.  

La cifra no representa días de ausen-
cia laboral ni tiempo fuera de la vida 
cotidiana, sino una reducción de la ca-
pacidad y el funcionamiento que pue-
de extenderse durante días, semanas y 
meses. 

En este contexto, la atención formal 
constituye solo una parte de la ecua-
ción.  

El estudio señala que las familias y 
las comunidades suelen absorber bue-
na parte de la carga antes de que inter-
vengan los sistemas institucionales.  

Cuando el apoyo formal llega tarde o 
de manera fragmentada, el cuidado in-
formal se convierte en una red de se-
guridad. 

En los seis países analizados, ese cui-
dado familiar y comunitario aparece co-
mo uno de los mecanismos de apoyo 
más importantes y menos visibles.  

En Malasia, Chile y los Emiratos Ára-
bes Unidos, el valor estimado del cuida-
do no remunerado proporcionado por 
las familias supera el gasto público en 
salud mental. 

 
Entorno laboral 
El impacto también llega a las organiza-
ciones.  

En este punto, el informe introduce 
una diferencia entre lo que resulta más 
fácil de observar y aquello que represen-
ta una pérdida mayor. 

El absentismo, explica, es visible y 
cuantificable, pero constituye sólo una 

pequeña parte del impacto económico 
total.  

La mayor pérdida aparece cuando 
las personas tienen dificultades para 
mantenerse vinculadas al trabajo o di-
rectamente no llegan a establecer esa 
conexión. 

En el Reino Unido, poco más de la mi-
tad de las personas con problemas de 
salud mental trabajan: 53%, frente al 
82% de quienes no tienen esos proble-
mas.  La diferencia alcanza 29 puntos 
porcentuales. 

Al mismo tiempo, estas situaciones 
comienzan a identificarse a edades más 
tempranas.  

En varios de los países estudiados, los 
problemas de salud mental aparecen 
antes de la incorporación al mercado la-
boral, especialmente entre adolescen-
tes y adultos jóvenes.  

La detección temprana puede repre-
sentar una ventaja, pero el documento 
advierte que, si el apoyo se demora o 
no se articula adecuadamente con la 
transición entre educación y trabajo, el 
malestar inicial puede convertirse en 
una desvinculación laboral de largo 
plazo. 

Es en ese punto donde el ámbito labo-
ral adquiere particular relevancia.  

No porque deba reemplazar los siste-
mas de salud sino porque sus integran-
tes pueden observar cambios en el des-
empeño, el compromiso y la participa-
ción cotidiana. 

Los gerentes perciben modificacio-
nes en el desempeño. Los equipos se 
adaptan a interrupciones. Las organiza-
ciones enfrentan ausencias prolonga-
das o procesos de reincorporación 
complejos.  

De acuerdo con el análisis, estas si-
tuaciones pueden aparecer antes de 
que la persona reciba atención especia-
lizada y después de que ya hayan surgi-
do señales de alerta. 

 
Visibilidad y respuesta temprana 
Para el artículo, el desafío no consiste en 
trasladar a los empleadores la responsa-
bilidad de resolver los problemas de sa-
lud mental. Su papel, plantea, puede ser 

el de facilitar la conexión entre las perso-
nas y los sistemas de atención. 

En ese sentido, propone intervencio-
nes tempranas que incluyan apoyo en el 
lugar de trabajo, intervención psicológi-
ca inicial y acceso a atención y asesora-
miento virtual.  

Cuando una persona necesita ausen-
tarse, también señala la importancia de 
contar con planes coordinados de rein-
corporación laboral. 

La lógica que atraviesa el análisis es 
que el momento en que se interviene 
puede modificar el recorrido posterior.  

El objetivo es evitar que una situación 
de malestar de corto plazo avance hacia 
una desvinculación permanente. 

La cuestión adquiere una dimensión 
mayor cuando se observa que las pérdi-
das no se concentran en un único lugar.  

El impacto puede comenzar en la ex-
periencia cotidiana de una persona, ex-
tenderse a quienes brindan cuidados, 
hacerse visible en los equipos de traba-
jo y terminar afectando la participación 
laboral y las economías. 

Por eso, el documento propone am-
pliar la manera de medir el problema.  

Las cifras de prevalencia, los diagnós-
ticos y el gasto sanitario permiten cono-
cer una parte de la situación, pero no al-
canzan para mostrar todo lo que ocurre 
alrededor de ella. 

“Lo que medimos determina nuestras 
prioridades”, señala el texto.  

Desde esa perspectiva, la discusión 
sobre salud mental se desplaza de 
cuánto se gasta en atención hacia qué 
sucede en la vida cotidiana cuando el 
apoyo no llega a tiempo. 

La concientización, sostiene el análi-
sis, permitió que la salud mental ganara 
visibilidad en lugares de trabajo, escue-
las, hogares y salas de reuniones.  

El paso siguiente consiste en transfor-
mar esa visibilidad en acciones tempra-
nas que permitan sostener la conexión 
de las personas con el trabajo, los víncu-
los y la vida cotidiana. 

En palabras del documento, “la salud 
mental moldea la resiliencia” y cuanto 
antes se actúe, mayor será la posibili-
dad de protegerla. 

Cuándo el malestar comienza a verse  
en el trabajo y cuál es su impacto
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La salud mental no siempre se expresa en episodios visibles. Según un análisis de Zurich Insurance Group  
publicado en el sitio web del Foro Económico Mundial, sus costos se acumulan mucho antes de la atención formal  
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